SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°033
                                                     RADICACIÓN:     6600122040020180015700


ACCIONANTE:EDUARDO GARCÍA MARTÍNEZ 
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:

  Sentencia  – 1ª instancia –23 de agosto de 2018

Proceso:    
       Acción de Tutela 
Radicación Nro.            6600122040020180015700

Accionante:                   Eduardo García Martínez 

Accionado:                 
Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.)      
Magistrado Ponente:    Jorge Arturo Castaño Duque

TEMAS:                             DEBIDO PROCESO/ REQUISITOS GENERALES Y CAUSALES ESPECÍFICAS PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS JUDICIALES/ - Se cumplen los genéricos contrario a los específicos- /DEJAR SIN EFECTOS LAS DECISIONES ADOPTADAS POR EL JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL Y EN SU LUGAR SE DECLARE CADUCIDAD DE LA QUERELLA/ DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO –No se configuró- PROCESO EN CURSO/OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL ORDINARIO/ IMPROCEDENTE.
Se concluye por tanto que dicha falencia no se presentó en el caso sometido a estudio, en el cual la jueza aplicó las normas que regulan el procedimiento penal, y por ello consideró que la nulidad que en primer momento se invocó por la defensa con fundamento en la caducidad de la querella no se ajustaba a lo previsto en el artículo 458 C.P.P. Posteriormente, al resolver en segunda instancia la preclusión pedida por el profesional del derecho con fundamento en la misma razón, determinó que de acuerdo con lo señalado en el canon 73 de la Ley 906/04, esto es, que la misma debe presentarse dentro de los 6 meses siguientes a la comisión de la conducta punible, la denuncia no se presentó en forma extemporánea, puesto que dicho término, frente al cual el Código de Procedimiento Penal no señala cómo contarlo, según lo dispuesto en el artículo 118 del Código General del Proceso al que debe acudirse en virtud del principio de integración, su vencimiento tendrá lugar el mismo día que empezó a correr del correspondiente mes o año.

En esas condiciones, no se observa que la actuación de la funcionaria de verdad haya estado al margen del procedimiento penal, sino que por el contrario, la misma se fundamentó en las normas pertinentes de la Ley 906/04, y en lo que no se tenía una regulación específica acudió el Código General del Proceso, lo cual se enmarca dentro de lo dispuesto en el artículo 25 C.P.P.: “ En materias que no estén expresamente reguladas en este código o demás disposiciones complementarias, son aplicables las del Código de Procedimiento Civil y las de otros ordenamientos procesales cuando no se opongan a la naturaleza del procedimiento penal […]”.

(…)

Así las cosas, se advierte que lo pretendido es revivir un debate estudiado dentro de la actuación penal, por lo que el asunto ya fue resuelto por los jueces competentes sin que sea viable concurrir a la acción constitucional como una tercera instancia para revisar un tema que ya fue definido por los funcionarios judiciales competentes.  

Deviene imperativo en consecuencia declarar improcedente la solicitud de amparo por ausencia de los requisitos que hacen viable la tutela contra providencias judiciales.

                             REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                            PEREIRA-RISARALDA 
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                                                  RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintitrés (23) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

                                                                  Acta de Aprobación N° 697
                                                  Hora: 3:40 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por EDUARDO GARCÍA MARTÍNEZ contra el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la  igualdad y al debido proceso.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el accionante se pueden concretar así: (i) en junio 09 de 2015 cuando conducía el vehículo de placas TKI tipo niñera, a una velocidad no mayor a 40 km/h, apareció en forma irresponsable y a gran velocidad el señor GERMÁN SALAZAR GARCÍA, quien timoneaba la motocicleta de placas XWU60C, que impactó su automotor en la parte posterior; (ii) por esos hechos SALAZAR GARCÍA presentó querella en diciembre 09 de 2015, en virtud  de la cual se llevó a cabo investigación y posteriormente se inició proceso penal en su contra; (iii) la audiencia de juicio oral dentro de esa actuación fue fijada para marzo 01 de 2018, y en la misma su defensor solicitó la nulidad de la actuación, a la cual accedió la Juez Penal Municipal de Conocimiento de Santa Rosa de Cabal; (iv) la citada determinación fue objeto de apelación por la representante de víctimas, cuyo recurso correspondió a la Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), quien procedió a revocarla; (v) una vez las diligencias retornaron al juzgado de origen, su abogado solicitó la preclusión por caducidad de la querella, y ésta fue avalada por la funcionaria, pero la segunda instancia al resolver la impugnación elevada por Fiscalía y la  apoderada de víctimas, la revocó; y (vi) ésta última decisión en su criterio constituye una vía de hecho por defecto procedimental que atenta contra los derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad, toda vez que dicha juzgadora aplicó el artículo 118 del C.G.P., en aras de ampliar el plazo establecido para la caducidad de la querella, pese a que el C.P.P. en su artículo 73 determina el término máximo para presentarla es de 6 meses, los cuales se cuentan a partir de la ocurrencia del hecho, y no como lo consagra el citado artículo 118 perteneciente a otra normativa.
Con fundamento en lo anterior, solicita se amparen los derechos fundamentales conculcados, se dejen sin efecto las decisiones adoptadas por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) y se ordene declarar la caducidad de la querella.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación corrió traslado de la acción constitucional al despacho accionado, y dispuso vincular de manera oficiosa al Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.) y a los sujetos procesales que hacen parte de la actuación penal adelantada contra el aquí accionante.
- La titular de la Fiscalía Trece Local delegada ante los Juzgados Penales Municipales de Santa Rosa de Canal, indicó que en ese despacho bajo el radicado N° 666826000048201500327 se adelanta investigación penal por el presunto punible de lesiones personales culposas, en el que aparece como acusado EDUARDO GARCÍA MARTÍNEZ y como víctima el señor GERMÁN SALAZAR GARCÍA, la cual se encuentra en etapa de juicio oral y señalada fecha para su realización los días 11 y 12 de octubre de 2018.
En dicha actuación se ha cumplido a cabalidad de acuerdo con lo consagrado en la Ley 906/04, con observancia de las garantías constitucionales y legales para todos los sujetos procesales e intervinientes. En lo atinente a la defensa, ha tenido todas las oportunidades para ejercerla, de las cuales ha hecho uso, y las decisiones adoptadas por las jueces de primera y segunda instancias se han ceñido a la legalidad, oportunidad, términos y fundamentación jurídica. El procedimiento adelantado por quien la antecedió en el cargo ha sido garantista, legal y oportuno, con las dilaciones propias de la investigación y el procedimiento penal, de las agendas de los despachos judiciales y de la defensa, entre otros.

No le asiste razón al accionante en la censura que hace frente a la decisión adoptada por la Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal en la que revocó la nulidad que había decretado la Juez Primera Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.), puesto que la nulidad no era la vía sino la solicitud de preclusión, tal como lo determinó la falladora.

Tampoco le asiste razón en el ataque que hace a la decisión en mayo 07 de 2018 por el cual no accedió a la preclusión de la investigación por caducidad que había sido decretada por la primera instancia, pues si bien es cierto los términos en materia procedimental son preclusivos y de estricto cumplimiento, y el Estatuto Procedimental Penal contiene una norma expresa que consagra la caducidad de la querella -art. 73 C.P.P.-, el solo hecho de asistir a las diligencias de valoración médico legal en Medicina Legal convalida su interés en el proceso y existieron circunstancias de fuerza mayor para haberse presentado la denuncia con posterioridad al margen del término perentorio de 6 meses.
El juicio oral es el estadio procesal en el que en igualdad de armas jurídicas y controversiales se debata la responsabilidad penal del acusado, y sea el funcionario juzgador quien en su decisión en derecho emita el fallo correspondiente.

Solicita desatender las pretensiones de la demanda tutelar, ya que no se avizora vulneración a los derechos invocados por el accionante.

- La Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) pide se nieguen las pretensiones del amparo, toda vez que la decisión adoptada dentro del asunto por ese despacho se hizo conforme a las normas procedimentales aplicables al caso. 

Señala que en atención al principio de integración lo que no está regulado en los Códigos Penal y de Procedimiento Penal deberá ser resuelto conforme a otras disposiciones que no sean contrarias, debiendo aplicarse en este caso el artículo 118 C.G.P., en el entendido que cuando se trata de meses su vencimiento tendrá lugar el mismo día en el que empezó a correr el mismo mes, contabilización del término que fue corroborada por el Consejo de Estado en sentencia N°0386 del año 2016, y debido a lo cual se consideró que la denuncia había sido interpuesta dentro del término.
El juzgado a su cargo realizó todo el trámite que correspondía con respeto del debido proceso.

-La apoderada de la víctima en el proceso penal por el que aquí se procede manifestó que la actuación se han presentado varios tropiezos para realizar las audiencias por cambio de defensor, luego tres aplazamientos por la inasistencia injustificada de la defensa,  posteriormente la solicitud de nulidad y luego la de preclusión.
En todas las actuaciones que se han realizado las jueces de primera y segunda instancia han sido cuidadosas de respetar el debido proceso y el derecho de defensa.

La solicitud de nulidad pedida por el apoderado del accionante fue bajo el argumento de la caducidad de la querella, por cuanto consideró que la denuncia fue interpuesta de manera extemporánea, porque en su criterio al haber ocurrido los hechos en junio 09 de 2015, debía presentarse el 8 de diciembre, y no el 9 como se hizo, petición que fue atendida por la juez de primer nivel.

Contra esa determinación interpuso recurso de apelación en el que pidió que fueran desestimados los argumentos del peticionario y de la funcionaria a quo, los cuales fueron atendidos positivamente por la falladora de segunda instancia –trascribe la sustentación del recurso-.
En lo tocante a la decisión que revocó el auto mediante el cual se había decretado la nulidad de la actuación, también a petición de la defensa, razón le asistió a la Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), al considerar que la misma no se ajustaba a lo dispuesto en el artículo 458 de la Ley 906/04, en cuanto a que no podrá decretarse ninguna nulidad por causal diferente a las señaladas en ese título, entonces tampoco se avizora vulneración de derecho en ese sentido.

Solo porque el acusado no esté conforme con  la apreciación errónea de su defensor sobre la normativa, no puede configurarse un quebrantamiento de garantías que obligue a revocar todas las decisiones adoptadas por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal.

Con fundamento en lo anterior, solicita no se acceda a las pretensiones invocadas en la demanda de tutela.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92, 1069/15 y 1983/17.
5.1.- Problema planteado 

Le corresponde determinar a la Colegiatura si las decisiones adoptadas por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), dentro de la actuación penal adelantada contra EDUARDO GARCÍA MARTÍNEZ constituye una vía de hecho que vulnere derechos y garantías fundamentales que le asisten.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con las manifestaciones efectuadas por el señor GARCÍA MARTÍNEZ, entiende esta Sala que su solicitud está dirigida a que se dejen sin efecto las decisiones emitidas por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), dentro del proceso penal adelantado en su contra por la conducta punible de lesiones personales culposas, en especial aquella en la cual se revocó la preclusión que había sido decretada por el Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.).
Como quiera que en la presente tutela se atacan determinaciones adoptadas por autoridades judiciales, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar las citadas decisiones, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional  ha acogido en fallos C-560 de 2005 y T-332 de 2006, entre otros.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560 de 2005, y pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la providencia; f) error inducido, que se origina cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de un proveído que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus providencias en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y i) violación directa de la Constitución.
Así mismo la Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado 
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad con el caso sometido a estudio se advierte que si bien se cumplen con los de carácter genérico, esto es, se trata de un asunto de relevancia constitucional al señalarse la vulneración de los derechos al debido proceso y a la igualdad, se han utilizado los mecanismos ordinarios a disposición de la parte actora, se cumple con el criterio de inmediatez, por cuanto las decisiones atacadas por esta vía fueron proferidas hace apenas unos meses, y el amparo no se dirige contra sentencias de tutela, no ocurre lo mismo con los de orden específico, como pasa a verse.
Pese a que el ciudadano GARCÍA MARTÍNEZ afirma que en las determinaciones que son objeto de censura, en especial en la que se revocó la preclusión decretada a su favor por caducidad de la querella, se incurrió en error procedimental por no haberse aplicado una norma del Código de Procedimiento Penal sino una del Código General del Proceso, la Sala advierte que no le asiste razón en sus planteamientos.

Como se señaló en precedencia, para que se configure el defecto procedimental absoluto el funcionario debe haber actuado completamente al margen del procedimiento establecido, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional:

“[…]Esta Corporación ha sostenido que el defecto procedimental, dependiendo de las garantías procesales que involucre puede ser de dos tipos: (i) de carácter absoluto, que se presenta cuando el funcionario judicial se aparta del proceso legalmente establecido, ya sea porque sigue un proceso ajeno al autorizado o porque omite una etapa sustancial de éste, caso en el cual afecta directamente el derecho al debido proceso, o cuando escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables a un caso concreto; y, (ii) por exceso ritual manifiesto, que tiene lugar cuando un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esa vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia habida cuenta de que sacrifica el derecho de acceso a la administración de justicia y las garantías sustanciales, so pretexto de preferir el tenor literal de las formas procesales. En otras palabras, el juez asume una ciega obediencia a la ley procesal en abierto desconocimiento de los derechos sustanciales que le asisten a las partes en contienda […]”
 –resalta la Sala-
Se concluye por tanto que dicha falencia no se presentó en el caso sometido a estudio, en el cual la jueza aplicó las normas que regulan el procedimiento penal, y por ello consideró que la nulidad que en primer momento se invocó por la defensa con fundamento en la caducidad de la querella no se ajustaba a lo previsto en el artículo 458 C.P.P. Posteriormente, al resolver en segunda instancia la preclusión pedida por el profesional del derecho con fundamento en la misma razón, determinó que de acuerdo con lo señalado en el canon 73 de la Ley 906/04, esto es, que la misma debe presentarse dentro de los 6 meses siguientes a la comisión de la conducta punible, la denuncia no se presentó en forma extemporánea, puesto que dicho término, frente al cual el Código de Procedimiento Penal no señala cómo contarlo, según lo dispuesto en el artículo 118 del Código General del Proceso al que debe acudirse en virtud del principio de integración, su vencimiento tendrá lugar el mismo día que empezó a correr del correspondiente mes o año.

En esas condiciones, no se observa que la actuación de la funcionaria de verdad haya estado al margen del procedimiento penal, sino que por el contrario, la misma se fundamentó en las normas pertinentes de la Ley 906/04, y en lo que no se tenía una regulación específica acudió el Código General del Proceso, lo cual se enmarca dentro de lo dispuesto en el artículo 25 C.P.P.: “ En materias que no estén expresamente reguladas en este código o demás disposiciones complementarias, son aplicables las del Código de Procedimiento Civil y las de otros ordenamientos procesales cuando no se opongan a la naturaleza del procedimiento penal […]”.
Lo que se concluye entonces es que el actor se encuentra inconforme con lo resuelto, y por eso acude a la tutela en aras de que se estudie nuevamente el asunto, pero en manera alguna de sus aseveraciones y de las pruebas obrantes en el encuadernamiento se vislumbra afectación de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad, ni de ningún otro derecho o garantía fundamental que le asista.
Así las cosas, se advierte que lo pretendido es revivir un debate estudiado dentro de la actuación penal, por lo que el asunto ya fue resuelto por los jueces competentes sin que sea viable concurrir a la acción constitucional como una tercera instancia para revisar un tema que ya fue definido por los funcionarios judiciales competentes.  

Aunado a lo anterior, debe indicarse que han sido varios los pronunciamientos en los que la Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión de tutelas
 ha reiterado que al juez constitucional no le está permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

Lo anterior traduce que es en el interior del proceso que actualmente se tramita contra el hoy accionante donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, pues: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 
Deviene imperativo en consecuencia declarar improcedente la solicitud de amparo por ausencia de los requisitos que hacen viable la tutela contra providencias judiciales.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el ciudadano EDUARDO GARCÍA MARTÍNEZ.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� Sentencia T-234/17





� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.
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